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PRESENTACIÓN 

Es trabajo cotidiano de los diputados federales actualizar 
las leyes y las normas que permiten la convivencia pacífica 
de todos los mexicanos, incluyendo a los que viven fuera de 
nuestras fronteras. 

Sin embargo, no basta con hacer nuevas leyes o refor­
mar las que están vigentes, es menester darlas a conocer 
para que los ciudadanos y sus familias sepan, de manera 
cierta y clara, cuáles son sus derechos y cuáles sus obli­
gaciones, a quiénes deben acudir cuando se enfrentan a 
los problemas de la vida diaria. 

La LVII Legislatura de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, consciente de la necesidad de coad­
yuvar en la difusión de los derechos que otorgan las leyes 
que del Poder Legislativo emanan y con la finalidad de que 
los hombres y mujeres conozcan sus derechos y sepan 
cómo ejercerlos, firmó un convenio con la Universidad 
Nacional Autónoma de México en materia de investiga­
ción, difusión y extensión de la cultura jurídica, que dio 
como resultado la edición de una serie de textos, con el 
nombre genérico de Nuestros Derechos, en los que encon­
tramos las respuestas a: 

lCuáles son los derechos que reconoce el sistema jurí­
dico mexicano? 

lCuáles son las obligaciones? 

lOué documentos jurídicos los reglamentan? 
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PRESENTACIÓN 

lOué autoridad es la competente para conocer de algún 
asunto de su interés? 

lDónde se tramitan las reclamaciones por violaciones a 
los derechos? 

lCuáles son los recursos legales con que cuenta el ciu­
dadano mexicano para ejercer sus derechos y hacer 
cumplir las obligaciones de otros? 

Los treinta títulos que componen esta serie editorial, la 
primera de este tipo que realiza la Cámara de Diputados, 
fue escrita por especialistas, maestros y doctores en leyes, 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México; tienen asimismo como 
objetivo primordial contribuir con la promoción de la edu­
cación y la cultura jurídica de nuestro país, además de que 
explican, con claridad, los derechos: 

• del arrendador 
• del arrendatario 
• de los campesinos 
• del consumidor 
• de los contribuyentes 
• de los creyentes 
• de los detenidos y sujetos a proceso 
• de los enfermos mentales 
• de los extranjeros 
• del hombre y la mujer divorciados 

• de los homosexuales 
• de los inmigrantes 
• de los internos del sistema penitenciario mexicano 
• en relación con el medio ambiente 

• de los menores trabajadores 
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PRESENTACIÓN 

• de las mujeres trabajadoras 

• de los niños 

• de los padres e hijos 

• de los patrones 

• del pensionado y del jubilado 

• del personal de la salud 

• de las personas con síndrome de inmuno-
deficiencia adquirida 

• del propietario 
• del trabajador asalariado 

• del trabajador de confianza 
• de los trabajadores domésticos 

• de los usuarios de la banca 

• de los usuarios de los servicios de salud 

Además: 

• lOué es el derecho? 

• Lenguaje y derecho 

Es un esfuerzo editorial que nos permitirá no solamente 
ser mejores ciudadanos, sino también colaborar con las 
autoridades de todas las ramas y tener un panorama más 
claro, más crítico y mejor informado de los derechos que 
protegen a los mexicanos. 

La Cámara de Diputados agradece al Instituto de Inves­
tigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México su participación en la elaboración de esta obra 
y la colaboración de sus investigadores, quienes redacta­
ron cada uno de los cuadernillos de manera accesible para 
el público en general, asimismo agradece a la Escuela Na­
cional de Artes Plásticas de la Universidad Nacional Autó-
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PRESENTACIÓN 

noma de México las ilustraciones que se integran y que 
permiten al lector hacer más amena la lectura. 

Confiamos en que la edición de la obra Nuestros Dere­
chos contribuirá a fortalecer la cultura jurídica de la socie­
dad en bien de nuestro derecho y del país. 

CÁMARA DE ÜIPUT ADOS 

DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN 

LVII LEGISLATURA 

XIV 



AMABLE LECTOR: 

Uno de los grandes problemas de México es la aplicación 
de la ley. A lo largo de nuestra historia, los mexicanos 
hemos dado una intensa lucha para hacer valer la ley. La 
primera parte de esa lucha se orientó a encontrar en el 
derecho una defensa eficaz contra la arbitrariedad. Y se 
estaba en lo correcto. Por eso fue precisamente en nuestro 
país donde surgió el juicio de amparo, a mediados del siglo 
XIX. Con el amparo apareció un instrumento adecuado 
para la defensa de los derechos individuales y colectivos. 
La otra parte de esa lucha ha consistido en hacer que se 
cumpla lo que la ley dispone. 

Pero la vida de una sociedad no la resuelven las leyes 
por sí solas. Las mejores leyes son inútiles si no van acom­
pañadas de su conocimiento general. Por eso en la anti­
güedad griega y romana las leyes solían ser inscritas en 
cantera o en bronce, para quedar expuestas públicamente, 
de suerte que quienes supieran leer ilustraran a quienes 
no tuvieran la posibilidad de enterarse por sí mismos. 

La publicidad de las leyes es uno de los más importantes 
derechos de la sociedad. En nuestro país, desde el gobier­
no del presidente Benito Juárez, se estableció el Diario 
Oficial, a través del cual, día con día, nos enteramos de las 
nuevas normas, o de las modificaciones a las existentes. 
En cada estado y en el Distrito Federal existen también 
medios de difusión para sus propias disposiciones jurídi­
cas. Es tan importante la publicidad de las normas (códi­
gos, leyes, decretos, circulares, entre otros) que sin el 
requisito de publicación no son aplicables. 

XV 



AMABLE LECTOR 

Son varias las razones para hacer de la publicidad de las 
normas un requisito de aplicabilidad, pero la más impor­
tante consiste en que todos los destinatarios de la ley co­
nozcan sus derechos, para ejercerlos, y sus obligaciones, 
para cumplirlas. Existe un principio según el cual la igno­
rancia de la ley no exime de su cumplimiento. De esta 
manera, nadie puede alegar que no cumple con una dis­
posición por el hecho de no conocerla. Sin embargo, su­
cede que, al contrario, muchas veces hay derechos que no 
se ejercen porque no se les conoce. 

Para auxiliar a personas en circunstancias adversas, la 
Constitución contiene algunas importantes disposiciones: 
en materia penal se tiene derecho a escoger defensor y, si 
no se hace por cualquier causa, el Estado provee uno de 
oficio. De esta manera se asegura que aun sin tener cono­
cimientos de derecho -entre ellos el de disponer de un 
defensor-, las personas cuenten con asistencia profesio­
nal adecuada. Otra disposición consiste en que los jueces, 
en ciertas circunstancias, están obligados a suplir las defi­
ciencias que presentan las demandas de justicia. Los casos 
en que esto ocurre, por supuesto, se encuentran limitados 
a aquellos en los que se supone que las condiciones eco­
nómicas y culturales de las personas no les permiten dis­
poner de la información necesaria para ejercer sus propios 
derechos. Otro aspecto relevante es el que garantiza que 
los indígenas sean apoyados para acceder a los órganos 
de impartición de justicia, y que en algunos casos incluso 
sean tomadas en cuenta sus prácticas y costumbres jurí­
dicas. 

También existen en el país numerosas instituciones, fe­
derales y estatales, cuyo objetivo consiste en orientar a la 
población en trámites y gestiones de naturaleza legal. Está 
pendiente, sin embargo, un mayor esfuerzo de sistemati­
zación del trabajo que llevan a cabo esas instituciones, 
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para ofrecer a la población un instrumento efectivo de ac­
ceso a la justicia. El excesivo número de formalidades, la 
complejidad del sistema judicial, la falta de un amplio pro­
grama de apoyo a los ciudadanos y la ausencia de una 
cultura jurídica, hacen que el pleno acceso a la justicia sea 
una meta todavía por alcanzar. 

Ahora bien, sólo en cuanto concierne a la información 
jurídica, se sabe que en México tenemos enormes caren­
cias. Ni siquiera los cursos de civismo que se imparten en 
las escuelas son suficientes para satisfacer la necesidad de 
información en esta materia, porque el derecho cambia 
con gran frecuencia. 

Las modificaciones que se producen en el ámbito jurí­
dico suelen ser necesarias. Esto no excluye que a veces se 
omitan las que se requieren, y que se introduzcan algunas 
que resultan inconvenientes. Pero este es otro tema. El 
hecho fundamental es que en ninguna sociedad el derecho 
permanece estático, inmutable. Nuevos problemas, o nue­
vas soluciones para problemas conocidos, hacen que el 
legislador procure atender las expectativas y las exigen­
cias sociales a través de reformas a las leyes existentes, o 
incluso de leyes nuevas. 

En el Estado moderno la actividad legislativa es muy 
intensa. Como en otras áreas profesionales, los abogados 
también se han tenido que ir especializando, en virtud de 
la complejidad del orden jurídico. El abogado generalista, 
como en el siglo XIX, ya no existe. 

Ahora bien, el derecho es un instrumento esencial para 
la convivencia social; las reglas jurídicas son consideradas 
como el mínimo ético indispensable para asegurar las re­
laciones entre las personas. Siendo así, es indispensable 
que las normas que rigen la vida de una sociedad sean 
conocidas lo más ampliamente posible. El mejor y mayor 
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conocimiento de las normas tiene, en todas partes, una 
consecuencia directa: consolida el Estado de derecho. 

Por Estado de derecho se entiende la sujeción de los 
órganos del poder al derecho, de suerte que sus actos 
siempre sean previsibles, controlables y enmendables, al 
mismo tiempo que los derechos de cada individuo y de la 
sociedad siempre estén eficazmente protegidos. Pero ocu­
rre que las personas no sólo tenemos derechos que ejercer 
y obligaciones que cumplir con relación al Estado; también 
los tenemos ante los demás miembros de la sociedad, 
incluidos obviamente los de nuestras familias. Aunque, 
como dije más arriba, la ignorancia del derecho no exime 
de su acatamiento, es evidente que donde los derechos 
no son conocidos, tampoco son ejercidos. 

El conocimiento generalizado de los derechos y de las 
obligaciones, así como de las prácticas y costumbres a 
las que se atribuye una función razonable y relevante en 
la vida colectiva, se denomina cultura jurídica o cultura de la 
legalidad. En tanto que aumente esta cultura, tenderán a 
disminuir los comportamientos arbitrarios de la autoridad 
y de los miembros de la sociedad. Vigilar a la autoridad y 
sabernos defender ante ella, pero también cumplir con las 
obligaciones que hayamos contraído con otras personas, 
es una de las más eficaces formas de consolidar el orden 
jurídico. 

Muchas personas ven la ley como algo distante y difícil 
de entender. En numerosos casos tienen razón, pero en 
términos generales el derecho no es sino un conjunto de 
reglas que derivan del sentido común. Cuando una norma 
está bien redactada, no tiene por qué ser complicada; la 
complejidad de ciertas normas resulta en todo caso de 
la naturaleza de la materia regulada. Eso ocurre, por ejem­
plo, con las disposiciones fiscales, o con muchas que 
atienden a materias eminentemente técnicas. Pero en ge-
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neral las normas que mayor interés representan para la 
mayoría de las personas son de lectura más o menos ac­
cesible. Este es el caso de la Constitución federal y de las 
Constituciones de los estados. 

En este sentido es altamente recomendable la lectura 
de la Constitución. A lo largo de los años se han hecho 
importantes esfuerzos para que el texto constitucional sea 
lo más accesible posible para el mayor número de mexi­
canos. Prácticamente han sido utilizados todos los medios 
que en cada momento han sido considerados de mayor 
efecto general, para dar a conocer el texto constitucional. 
En el siglo XIX, por ejemplo, eran frecuentes los folletos 
denominados "catecismo constitucional", mediante los 
que se explicaba el contenido de la norma suprema. Ocu­
rrió, sin embargo, que en aquella época la desorientación 
no provino de la falta de esfuerzos por difundir el conteni­
do de las Constituciones, sino porque las Constituciones 
mismas presentaron dos prcblemas: su sustitución era 
muy frecuente y su aplicación era muy rara. 

En cuanto a la actual Constitución, de 1917, se han he­
cho desde ediciones comentadas hasta explicaciones con 
el auxilio de caricaturas. El problema ahora consiste en que 
la Constitución cambia con excesiva frecuencia, y esto im­
pide "fijar" un texto al que se le pueda dar amplia difusión. 

Pero ocurre que además de la Constitución, existen nu­
merosas disposiciones que influyen en la vida individual 
y colectiva de los mexicanos. Y mientras que es posible 
-y deseable- que el mayor número de personas lea di­
rectamente la Constitución, que después de todo es bas­
tante breve, no es fácil que lean una multiplicidad de 
leyes y códigos, esos sí destinados a ser manejados por 
expertos. 

Ante la necesidad de contribuir a la cultura jurídica, la 
Cámara de Diputados y el Instituto de Investigaciones Ju-
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rídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México 
decidieron realizar una serie de trabajos, uno de los cuales 
es el que usted tiene en sus manos, para explicar de ma­
nera accesible distintos aspectos del derecho. La coordi­
nación de la colección ha correspondido a la maestra Mar­
cia Muñoz de Alba, y el diseño editorial al licenciado Raúl 
Márquez Romero, ambos miembros del personal acadé­
mico del Instituto. El doctor Sergio López-Ayllón, secreta­
rio académico, ha contribuido con valiosas sugerencias. 

Este texto ha sido redactado por un experto. Quien de­
see profundizar en la materia, cuenta con referencias 
bibliográficas adecuadas. Se ha tenido en cuenta reco­
mendar la lectura de obras actualizadas y disponibles en 
las librerías, no sólo en las bibliotecas. 

Para hacer más amena la lectura de este volumen con­
tamos con las ilustraciones del maestro Eduardo Antonio 
Chávez Silva, director de la Escuela Nacional de Artes Plás­
ticas de la UNAM, y de Alejandro López-Araiza Larroa, de 
la misma Escuela. Para ambos un testimonio de gratitud 
por el entusiasmo con que realizaron su trabajo. 

Agradezco su contribución al autor de este texto. Aun­
que la selección del tema fue acordada entre la Cámara y 
el Instituto, su desarrollo fue realizado con entera libertad 
por el autor. Se trata de un esfuerzo pionero de difusión 
del derecho, que abre una nueva vertiente a la labor de los 
juristas mexicanos. Además de las obras de carácter cien­
tífico, es necesaria la elaboración de obras de difusión del 
derecho que contribuyan a consolidar el respeto por la ley 
y, por lo mismo, a mejorar los niveles de convivencia entre 
los mexicanos. 

La arbitrariedad, la corrupción y la violencia son el alto 
precio que las sociedades pagan cuando la mayoría de sus 
miembros no conocen sus derechos y sus obligaciones. 
Es indispensable que hagamos un gran esfuerzo para su-
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perar esa deficiencia. Por esta razón, en nombre del Insti­
tuto de Investigaciones Jurídicas expreso un amplio reco­
nocimiento a la Cámara de Diputados, gracias a cuya con­
fianza y decidido apoyo ha sido posible la realización de 
esta obra y de la colección de la que forma parte. 

Diego VALADÉS 

Director del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Universidad Nacional Autónoma de México 
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PRIMERA PARTE 

CONCEPTO DE DERECHOS DE LOS DETENIDOS 
Y SUJETOS A PROCESO 



l. INTRODUCCIÓN 

Un Estado de derecho se caracteriza por el hecho de que 
se rige por normas constitucionales y leyes secundarias 
en las que se precisan los límites del poder del Estado 
frente a los gobernados. Bajo esta premisa, la persona a 
quien se le imputa la comisión de un delito es titular de una 
serie de derechos y garantías frente a las autoridades en­
cargadas de la investigación y persecución del delito (Mi­
nisterio Público), así como de aquellas que se encargan de 
la administración de justicia (jueces y tribunales). Para es­
tar en aptitud de conocer y explicar los derechos de los 
detenidos y sujetos a proceso se presenta a continuación 
una síntesis del desarrollo del procedimiento penal. 

11. LA AVERIGUACIÓN PREVIA. 

INICIO DEL PROCEDIMIENTO PENAL 

El procedimiento penal se origina cuando una per­
sona realiza una conducta considerada por la ley 
como delito. 

Se inicia con la averiguación previa, que es la etapa del 
procedimiento penal en la que el Estado, por conducto de 
una de sus autoridades -el Ministerio Público, con el au­
xilio de la policía, que está bajo su autoridad y mando 
inmediato- practica las investigaciones necesarias para 
obtener las pruebas que acrediten el cuerpo del delito y 
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NUESTROS DERECHOS 

para reunir datos que hagan probable la responsabilidad 
de la persona a quien se atribuye su comisión (indiciado), 
requisitos sin los cuales no puede ejercitar la acción penal 
en contra de dicha persona (consignación), poniéndolo a 
disposición de un juez, para que éste le siga el proceso 
correspondiente. 

El Ministerio Público es la autoridad que tiene la 
facultad exclusiva para investigar y perseguir al 
autor del delito en términos de lo dispuesto por el 
artículo 21 constitucional. A esta etapa del proce­
dimiento penal mexicano también se le denomina 
fase preparatoria del ejercicio de la acción penal. 

El término dentro del cual debe llevarse a cabo la averi­
guación previa varía según que el probable autor del delito 
se encuentre o no detenido a disposición del Ministerio 
Público. 

En el primero de los casos, 

cuando la persona se encuentra detenida, por dis­
posición expresa del párrafo séptimo del artículo 
16 constitucional, el Ministerio Público cuenta con 
un término de 48 horas para poner al indiciado a 
disposición del juez, o para ponerlo en libertad, 
sin perjuicio, en este caso, de continuar con la ave­
riguación de que se trate. Ese plazo podrá dupli­
carse si el delito materia de la averiguación es con­
sidero por la Ley como de delincuencia organizada. 
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Las normas que rigen la averiguación previa se encuen­
tran previstas tanto en la Constitución como en las leyes 
secundarias. Las disposiciones constitucionales que a ello 
se refieren se localizan en los párrafos segundo al séptimo 
del artículo 16; en el párrafo cuarto del artículo 20 consti­
tucional, que remite a las fracciones 1, V, VII y IX, del propio 
precepto; en la fracción 11 del mismo artículo, en que tam­
bién resulta aplicable a la averiguación previa y, finalmen­
te, en el artículo 21. 

Los actos procedimentales que integran la averiguación 
previa son: 

• La noticia del delito, que puede obtenerse de tres for­
mas: 
a) detención por flagrancia o urgencia; 
b) denuncia, y 
c) querella. 

• Función investigadora, que consiste en la actividad 
que realiza el Ministerio Público, practicando las prue­
bas necesarias (toma declaraciones, recaba docu­
mentos, practica inspecciones, ordena dictámenes, 
etcétera), para reunir datos que acrediten el cuerpo 
del delito y que hagan probable la responsabilidad del 
indiciado. 

• El ejercicio, en su caso, de la ácción penal, se produce 
mediante la consignación (acto procedimental debi­
damente motivado y fundado, a través del cual el Es­
tado ejercita la acción penal ante el juez). 

La consignación puede ser de dos tipos: con detenido 
o sin detenido. Tratándose de consignación con detenido, 
el indiciado queda físicamente a disposición del juez en el 
reclusorio preventivo correspondiente. Si la consignación 
es sin detenido y se trata de delitos que se sancionan con 
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pena privativa de libertad, el Ministerio Público solicitará 
al juez librar orden de aprehensión en contra del probable 
autor del delito, y si el delito es de los que se sancionan 
con pena alternativa, es decir, con prisión o con multa, en 
la consignación se solicitará librar orden de comparecen­
cia en contra del indiciado. 
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SEGUNDA PARTE 

EJERCICIO DEL DERECHO 



111. DEL PROCEDIMIENTO PENAL. 

EL PROCESO (INSTRUCCIÓN) 

Una vez realizada la consignación ante el juez, se 
inicia la segunda etapa del procedimiento penal 
mexicano: el proceso. En esta etapa el Ministerio 
Público deja de tener el carácter de autoridad con 
que actuó durante la averiguación previa, para ad­
quirir el carácter de parte. 

El proceso se forma con la instrucción, que es la etapa 
del procedimiento penal mexicano en la que se realizan, 
frente al juez, todos los actos de prueba a cargo de las 
partes. 

El procedimiento penal se sustenta en un sistema 
probatorio: la verdad frente al juez no se descu­
bre, se prueba. Las partes en el procedimiento pe­
nal son: el indiciado, quien junto con su defensor 
integran la institución de la defensa, y el Ministe­
rio Público, a quien corresponde la función de la 
acusación. 



NUESTROS DERECHOS 

sona a quien se le imputa es responsable de la comisión 
de ese delito; la forma de autoría que se concretó; si existe 
un daño ocasionado por el delito y, en su caso, el monto 
al que ascendieron los daños y perjuicios; la sanción a que 
se haya hecho acreedor el procesado, tomando en cuenta 
sus circunstancias personales como base de la individua­
lización de la pena y, si procede, aplicarle alguno de los 
sustitutivos de la pena de prisión, o concederle algún otro 
beneficio previsto por la ley. 

• La instrucción se inicia a partir del auto de radicación, 
auto en el que el juzgador acepta la competencia, con 
todas sus consecuencias, es decir, toma la responsa­
bilidad del fiel y exacto cumplimiento de las garantías 
individuales que en favor del procesado establece la 
Constitución, así como las correspondientes a la víc­
tima y al ofendido por el delito. 

• El auto de radicación es la primera resolución que 
emite el juez y a partir de ese momento se entabla la 
relación jurídica procesal que se desarrolla entre el 
Ministerio Público y la defensa ante la potestad juris­
diccional del juez instructor. Ese auto de radicación 
debe dictarse de inmediato en términos de lo dispues­
to por el párrafo segundo del artículo 286 bis del Có­
digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral. 

• Si la consignación es con detenido, el juez, también 
de manera inmediata, deberá calificar si la detención 
fue realizada en cumplimiento de lo que se ordena en 
el párrafo sexto del artículo 16 constitucional, que se­
ñala: "En casos de urgencia o flagrancia, el juez que 
reciba ta consignación del detenido deberá inmedia­
tamente ratificar la detención o decretar la libertad 
con las reservas de ley". Así lo establecen también el 
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párrafo tercero del artículo 268 bis, y el párrafo tercero 
del mencionado artículo 286 bis del Código de Proce­
dimientos Penales del Distrito Federal. 

• En el caso de la consignación sin detenido, señala el 
párrafo cuarto, una vez transcurridos tres días conta­
dos a partir de aquel en que se haya hecho la consig­
nación, sin que el juez dicte auto de radicación en el 
asunto, el Ministerio Público podrá recurrir en queja 
ante la sala penal del Tribunal Superior que corres­
ponda. 

De acuerdo con lo dispuesto por los párrafos quinto y 
sexto del mismo artículo, para ordenar o negar la aprehen­
sión de un indiciado, el juez dispone de cinco días conta­
dos a partir de la fecha en que se haya acordado la radica­
ción, salvo que se trate de delito grave o de aquellos 
considerados por la ley como de delincuencia organizada, 
en los que deberá resolver sobre el pedimento de la orden 
de aprehensión dentro de las 24 horas siguientes a la ra­
dicación. 

En el fuero federal, al igual que en el orden común, tra­
tándose de consignaciones con detenido, el juez debe ra- . 
dicar el asunto de inmediato y en ese mismo auto proce­
derá a determinar si la detención de la persona se efectuó 
con apego a lo dispuesto en la Constitución, para en su 
caso ratificar o no esa detención (artículo 134, tercer pá­
rrafo). 

Tratándose de consignaciones sin detenido, a diferencia 
de lo que sucede en el fuero común, en el ámbito federal 
el juez cuenta con dos días para radicar el asunto y con 
diez días para resolver si ordena la aprehensión o compa­
recencia que le haya sido solicitada por el Ministerio Pú­
blico, excepción hecha también de los casos en que se 
trate de delitos de carácter grave, pues en ese supuesto la 
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radicación debe hacerse de inmediato y el juez tiene la 
obligación de resolver sobre el libramiento o no de la orden 
de aprehensión dentro del término de 24 horas (artículo 142). 

El auto en el que se ratifica la detención de un 
indiciado, tanto en el fuero común como en el fe­
deral, puede ser impugnado a través del recurso 
de apelación (artículo 418, fracción 11, del Código de 
Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 
367, fracción 111 bis, del Código Federal de Procedi­
mientos Penales); además, el particular afectado 
puede intentar el juicio de garantías por violación a 
esa norma prevista en el artículo 16 constitucional. 

La orden de aprehensión es una resolución judicial que 
se emite a solicitud del Ministerio Público, estando satis­
fechos los requisitos del artículo 16 constitucional; en ella 
se ordena la captura de una persona determinada, para 
que una vez detenida por la policia judicial sea puesta de 
inmediato a disposición del juez. La orden de comparecen­
cia, para cuyo libramiento se exigen iguales requisitos, 
consiste en un mandamiento del juez para que el probable 
autor del delito sea presentado ante él, sin restricción de 
su libertad y rinda su declaración preparatoria. 

El medio legal para combatir esa orden de apre­
hensión o de comparecencia por parte de un go­
bernado lo constituye la promoción de un juicio de 
amparo ante la autoridad federal correspondiente. 
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Los actos procesales que se desarrollan durante la ins­
trucción, se rigen por los principios de publicidad, orali­
dad, escritura e inmediatez. 

Etapas en las que se desarrolla la instrucción 

Primera etapa 

La primera etapa se inicia con el auto de radica­
ción y concluye con el auto que resuelve la situación 
jurídica del imputado. El plazo en el que se desa­
rrolla es de 72 horas, que puede duplicarse sólo 
en el caso en que el imputado así lo solicite, por sí 
o por conducto de su defensor, con objeto de contar 
con un plazo mayor para ofrecer y desahogar 
pruebas que sean determinantes para resolver su 
situación jurídica. 

Esos términos se encuentran previstos en el artículo 19 
constitucional, y en la legislación secundaria, en el artículo 
297 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal y en el artículo 161 del Código Procesal Penal Fe­
deral. 

En esta primera etapa de la instrucción, también 
conocida como preinstrucción, el ofrecimiento y 
desahogo de pruebas se encuentra limitado a la 
posibilidad de recibir exclusivamente aquellas 
pruebas que puedan desahogarse antes de que 
concluya ese plazo de 72 horas, o el de 144 horas 
en el caso de que se hubiese duplicado. 
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En consecuencia, la actividad probatoria de las partes 
debe considerar que seé;I fáctico desahogarlas en este pla­
zo tan perentorio. 

En la resolución de plazo constitucional se determina la 
situación jurídica del indiciado. Esa resolución puede ser 
de tres tipos: 

• Auto de libertad por falta de elementos para procesar. 
• Auto de formal prisión. 
• Auto de sujeción a proceso. 

En los dos últimos supuestos mencionados, estas reso­
luciones traen las siguientes consecuencias: 

• En ellas se fija el tema de la litis, es decir, se determina 
el delito o delitos por los que se habrá de seguir el 
proceso, y en relación con los cuales debe desarro­
llarse toda la actividad probatoria de las partes, en­
tendiendo por delitos no solamente aquellos que con­
tienen un tipo fundamental o básico, sino también a 
los complementados, es decir, los que además con­
tienen circunstancias agravantes o atenuantes de la 
pena. 

• En ellas se ordena identificar al procesado por el sis­
tema administrativo adoptado para el caso. 

• Se decreta la apertura del procedimiento sumario u 
ordinario, según el caso. 

En el fuero común procede la sustanciación del proce­
dimiento por la vía sumaria en el supuesto de que se trate 
de delito flagrante, cuando exista confesión rendida ante 
el Ministerio Público, o bien, cuando se trate de delito no 
grave (artículo 305 del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal). 
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En el fuero federal procede la sustanciación vía sumaria 
en el supuesto de que se trate de delitos cuya pena no 
exceda de dos años de prisión, sea o no alternativa, o se 
sancione con pena no privativa de libertad; cuando exce­
diendo de esa pena de prisión, pero no de una cuyo tér­
mino medio aritmético rebase los cinco años, se trate de 
delito flagrante o exista confesión rendida ante el juez, o 
ratificación ante éste de la emitida ante el Ministerio Públi­
co, o bien, cuando dictado el auto de formal prisión o de 
sujeción a proceso, las partes se conformen con él y ma­
nifiesten que no tienen más pruebas que ofrecer, salvo las 
conducentes a la individualización de la pena, y el juez no 
estime necesario practicar otras diligencias (artículo 152). 

Para impugnar esas resoluciones consistentes en 
el auto de formal prisión o el de sujeción a proce­
so, en caso de no estar conforme con dichas de-

t erminaciones, el gobernado dispone de dos me­
dios que puede utilizar a su elección: el recurso de 
apelación o el juicio de garantías. 

En el procedimiento sumario los plazos son más cortos, 
y las formalidades diferentes, y se rigen por lo dispuesto 
en los artículos 305 al 312 del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, y 152 del Código Procesal 
Penal Federal. Es al juez a quien corresponde, de oficio, 
declarar abierto el procedimiento sumario al dictar el auto 
de formal prisión o de sujeción a proceso; sin embargo, el 
procesado puede renunciar a esta tramitación breve y op­
tar por el procedimiento ordinario, en el que los plazos son 
más amplios, cuando así lo solicite dentro de los tres días 
siguientes al en que le fuera notificada la resolución. 
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Segunda etapa 

La segunda etapa de la instrucción se inicia a par­
tir del día siguiente en que es notificado el auto de 
formal prisión, y el término de su duración es va­
riable, según se trate de procedimiento sumario o 
de procedimiento ordinario. 

Esta segunda etapa de la instrucción es el momento 
procesal en el que la prueba alcanza su máxima expre­
sión y desarrollo, en virtud de que se cuenta con el tiempo 
suficiente para su ofrecimiento, admisión y desahogo, y 
concluye con el auto que declara agotada la averigua­
ción. 

Tercera etapa 

La tercera etapa de la instrucción se integra por el 
periodo que transcurre entre el auto que declara 
agotada la averiguación y el auto que declara ce­
rrada la instrucción. 

Lo anterior, en términos de lo dispuesto por los artículos 
314 y 315 del Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito Federal, y 147 y 150 del Código Federal de Proce­
dimientos Penales. 
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Cuarta etapa 

Al concluir la tercera etapa de la instrucción con 
el auto que declara cerrada la instrucción, surge la 
cuarta etapa del procedimiento denominada "el 
juicio", que es el conjunto de actos procedimentales 
en los que el Ministerio Público precisa su acusa­
ción en las conclusiones, el acusado su defensa, al 
formular las propias, y el juez declara el derecho 
al emitir su sentencia. 

En realidad, las conclusiones del Ministerio Público vie­
nen a fijar las bases sobre las cuales habrán de versar la 
audiencia final del juicio y la sentencia, pues el juzgador 
está impedido jurídicamente para rebasar los términos en 
que éstas sean emitidas. 

Las conclusiones del Ministerio Público deben someter­
se a cierta forma y contenido: 

• deberán presentarse en forma escrita, precisando cla­
ramente el número del proceso a que se refieren; 

• el juez a quien se dirigen; 
• el nombre del acusado y una exposición de los he­

chos materia del procedimiento; 
• los preceptos legales aplicables, correlacionándolos 

con los hechos y las pruebas que consten en el expe­
diente, así como los puntos concretos que se obten­
gan de ellas, concluyendo si ha lugar o no a acusa­
ción; 

• debe precisarse la fecha en que se presenten y con­
tener la firma del Ministerio Público. 
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• En el capítulo de hechos se referirán a éstos de ma­
nera sistemática y cronológica, estableciendo la ade­
cuación de la conducta realizada por el procesado a 
la norma que describe el delito, y contendrán un es­
tudio jurídico y doctrinal de los medios de prueba. 

La presentación de conclusiones del Ministerio Público 
produce consecuencias jurídicas inmediatas si son de acu­
sación o de no acusación: 

• si no son acusatorias, el juez las remitirá al procurador 
con el objeto de que éste las confirme, las revoque o 
las modifique; 

• si las confirma, esa circunstancia da lugar al sobresei­
miento de la causa, que tiene las mismas consecuen­
cias jurídicas de una sentencia absolutoria y como 
resultado la inmediata libertad del inculpado; 

• si las modifica, o las revoca, los términos de la acusa­
ción serán considerados exactamente como hayan 
sido planteados por el procurador a través de sus 
auxiliares. 

Una vez presentadas las conclusiones del Ministerio Pú­
blico, corresponde al procesado por sí o por conducto de 
su defensor presentar las propias, dando así contestación 
a la acusación. Las conclusiones del defensor no se suje­
tarán a ninguna regla y pueden ser provisionales o defini­
tivas, porque aun después de formuladas y de que el juez 
las tuvo por recibidas en el auto correspondiente, pueden 
ser retiradas o modificadas hasta antes de que se declare 
visto el proceso. 
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En el supuesto de que el acusado y su defensor no 
hubiesen presentado sus conclusiones dentro del 
plazo que para ese efecto les haya sido concedido, 
el juez deberá tener por formuladas conclusiones 
de inculpabilidad. 

Lo anterior se establece en el artículo 297 del Código 
Federal de Procedimientos Penales y en el artículo 318 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 
En este caso, el juez suple la deficiencia de la defensa en 
su máxima expresión, consistente en la no presentación 
de conclusiones. Una vez recibidas las conclusiones de la 
defensa o habiéndose tenido por formuladas las de incul­
pabilidad, en el propio auto el juez señalará fecha y hora 
para la celebración de la audiencia final de primera instan­
cia o la audiencia de vista, la cual deberá llevarse a cabo 
dentro de los cinco días siguientes. 

En la audiencia final o audiencia de vista las partes pueden 
presentar pruebas en algunos casos, o podrán repetirse 
pruebas que se hubieran practicado durante la instrucción, 
siempre que así se hubiese solicitado oportunamente; 
acto seguido las partes habrán de reproducir verbalmente 
las conclusiones que con anterioridad presentaron por es­
crito y formularán los alegatos que estimen pertinentes, 
hecho lo cual el juez declarará visto el proceso, quedando 
así en posibilidad de dictar la sentencia en la que: 

• determinará si existe o no delito; 
• si la persona en contra de quien se siguió el procedi­

miento es o no responsable en su comisión, y 
• en su caso, tomando en cuenta la pena prevista para 

el delito de que se trata, individualizará la pena que 
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haya de imponérsele, analizando la personalidad del 
delincuente y el daño causado con el delito. 

El juez dispone de un plazo de diez días contados 
a partir de la celebración de la audiencia final de 
primera instancia o audiencia de vista, para dictar 
la sentencia correspondiente, según lo disponen 
los artículos 329 del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, y 97 del Código 
Procesal Penal Federal. 

Sin embargo, en el fuero común, si el expediente excede 
de 200 fojas, por cada cien de exceso o fracción, se au­
mentará un día más al plazo señalado, sin que nunca sea 
mayor de 30 días hábiles, mientras que en el fuero federal, 
si el expediente excede de 500 fojas, por cada cien de 
exceso o fracción, se aumentará igualmente un día más al 
plazo en cuestión, sin que exceda de treinta días. 

Tratándose de procedimiento sumario, el juez solamen­
te cuenta con el término de tres días para dictar sentencia 
en el fuero común (artículo 309), mientras que en el ámbito 
federal dispone de cinco días (artículo 307), contados en 
uno y otro caso a partir de la fecha en que se haya cele­
brado la audiencia de vista. 

La sentencia es la decisión del juez que declara el 
derecho y determina si existe o no delito. 

En su caso, si la persona a quien se le imputa lo cometió, 
y de ser así, la pena a que se haya hecho acreedor, pro­
nunciándose igualmente sobre la procedencia o improce-

20 



DERECHOS DE LOS DETENIDOS Y SUJETOS A PROCESO 

ciencia de la reparación del daño causado por el delito, 
sobre la imposición de alguna otra sanción accesoria, y so­
bre la procedencia del otorgamiento de algún beneficio a 
favor del sentenciado. 

Al concluir esta instancia puede ocurrir que las 
partes, el Ministerio Público, el procesado o su 
defensor, no estén de acuerdo con la sentencia 
que haya emitido el juzgador, ante lo cual dispo­
nen del recurso de apelación para impugnarla. 

Con lo anterior se origina el procedimiento de segunda 
instancia, en el cual el superior del juez revisará la senten­
cia pronunciada, para examinar la legalidad de la misma. 
Esto es, si se aplicó la ley correspondiente, si no se aplicó 
inexactamente ésta, si no se violaron los principios recto­
res de la valoración de la prueba, si no se alteraron los 
hechos y si la resolución se encuentra debidamente fun­
dada y motivada, es decir, si no se apartó de los principios 
contenidos en el Código Penal y en el Código de Procedi­
mientos Penales correspondiente. 

Para una mejor comprensión de la dinámica procedi­
mental -y estar en aptitud posteriormente de imponerse 
del conocimiento de los derechos y garantías con los que 
cuentan el detenido y el procesado en el procedimiento 
penal mexicano-, se presenta un cuadro secuencial del 
desarrollo del procedimiento que se inicia con la averigua­
ción previa y concluye con la sentencia. 
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IV. GARANTÍAS Y DERECHOS DEL DETENIDO 

EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

Es al Ministerio Público a quien le corresponde por dis­
posición constitucional, de manera exclusiva, la investiga­
ción y persecución de los delitos. Ante esta autoridad, du­
rante el trámite de la averiguación previa, la persona a 
quien se le atribuye participación en un evento delictivo, 
cuenta con las garantías y derechos que en seguida se 
detallan. 

1. Garantía de seguridad jurídica relativa a que la persona 
a quien se atribuye la comisión de un delito sólo 
puede ser detenido en caso de flagrancia 
o de urgencia 

Dicha garantía (apoyada en el artículo 16, párrafos cuar­
to y quinto, constitucional; y artículos 267 y 268 del Código 
de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 123, 
párrafo tercero, así como193 y 194 del Código Federal de 
Procedimientos Penales) se aplica: 

• A quien haya participado en la comisión de un delito 
puede ser detenido por cualquier persona, pero sólo 
en el caso de que sea sorprendido en flagrancia, es 
decir, en el momento mismo de estar cometiendo el 
delito, según se establece en el párrafo cuarto del 
artículo 16 constitucional. 

Si una persona es detenida por otra, sin estar en 
el preciso momento de la comisión del delito, pue­
de denunciar ante el Ministerio Público al autor de 
la detención, ya que éste podría haber incurrido ... 
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... en la comisión de los delitos previstos en el 
título vigésimo primero del Código Penal, que se 
refiere a los delitos de ''Privación ilegal de la liber­
tad y de otras garantías", y haberse hecho acree­
dor a una pena por la comisión de ese delito. 

• La persona que ha cometido un delito también puede 
ser detenido en caso de urgencia y bajo la más estricta 
responsabilidad del Ministerio Público. El caso de ur­
gencia, según se determina en el párrafo quinto del 
artículo 16 constitucional, se presenta ante el riesgo 
fundado de que el imputado se pueda sustraer de la 
acción de la justicia y se le atribuya un delito grave. 

El gobernado que sea detenido por el Ministerio Pú­
blico sin que se actualice ese caso de urgencia pre­
visto por el mencionado precepto constitucional y 
las disposiciones secundarias que lo reglamentan, 
puede acudir al amparo por violación a esa gsrantía 
prevista en el artículo 16 constitucional. 

• De conformidad con lo dispuesto por el séptimo pá­
rrafo del artículo 16 constitucional, el Ministerio Públi­
co no puede retener a una persona durante la averi­
guación previa por más de 48 horas. Transcurrido ese 
plazo, el Ministerio Público deberá ordenar la libertad 
del detenido, o bien, ponerlo a disposición del juez. 
Este plazo de retención se puede duplicar a 96 horas 
en el caso de que el delito que se atribuya al detenido 
sea de los que la ley prevea como delincuencia orga­
nizada. Este aspecto se encuentra regulado en idén­
ticos términos en los artículos 168 bis y 194 bis de los 
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Códigos de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal y Federal, respectivamente. 

En el párrafo cuarto del artículo 134 del Código Federal de 
Procedimientos Penales se establece una consecuencia ju­
rídica para el caso en que la detención de un gobernado 
exceda de los plazos a que se hace referencia. Ahí se precisa 
que en caso de que la detención de una persona exceda los 
plazos señalados en el artículo 16 de la Constitución Política 
citada, se presumirá que estuvo incomunicada, y las decla­
raciones que haya emitido el indiciado no tendrán validez. 

En estas condiciones, 

una persona que es detenida, y que está a disposi­
ción del Ministerio Público, debe tener presente el 
momento, es decir, la hora en que el Ministerio Pú­
blico ordenó su detención, para lo cual, antes de 
rendir su declaración ante esta autoridad, deberá 
verificar que se encuentre asentada la hora de su 
detención en el acta de averiguación previa, para 
que, en caso de que se prolongue la detención ante 
el Ministerio Público por más tiempo del que la ley 
autoriza, proceda a impugnarla mediante el juicio 
de amparo, por violación a esa garantía prevista en 
el séptimo párrafo del artículo 16 constitucional, o 
bien, en el caso del fuero federal, para hacer valer 
esa circunstancia y sus efectos jurídicos ante el 
juez que conozca de su caso. 

La forma de comprobar que se prolongó la detención 
más allá del plazo que establece el artículo 16 constitucio­
nal, es solicitando a la autoridad una certificación de las 
actas que contienen la hora en que se llevó a cabo la de­
tención de la persona que resulta agraviada, y las relativas 
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a la hora en que el detenido se puso a disposición del juez 
de manera efectiva. 

2. Garantía de libertad provisional bajo caución 
dentro de la averiguación previa 

Durante la sustanciación de la averiguación previa 
ante el Ministerio Público, y después ante el juez 
en el proceso, el inculpado tiene derecho a obte­
ner de manera inmediata el beneficio de la libertad 
provisional bajo caución, siempre que no se trate 
de un delito grave. 

Lo anterior se fundamenta en los artículos 20, fracción 
1, y párrafo segundo, constitucional; 556 a 574 bis del Có-
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digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, y 
399 a 417 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

El listado de delitos graves se encuentra en los artículos 
194 del Código Federal de Procedimientos Penales, y 268 
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fe­
deral. 

La libertad provisional bajo caución es un derecho que 
la Constitución prevé en favor de toda persona sujeta a un 
procedimiento penal, para que, previa la satisfacción de los 
requisitos especificados en la ley, pueda disfrutar de su 
libertad, mientras se le sigue ese procedimiento. 

Esta garantía se encuentra prevista para el procesado 
en la fracción 1 del artículo 20 de la Constitución, y se hace 
extensiva para el detenido en la averiguación previa por 
disposición del segundo párrafo del propio precepto. 

El monto de la garantía debe ser accesible para el 
imputado que la solicita. 

Por ese motivo, el Ministerio Público, o el juez, en su 
caso, para determinar el monto de la caución, deben tomar 
en cuenta la naturaleza, modalidades y circunstancias del 
delito, así como las características del inculpado, sus an­
tecedentes personales, edad, estado civil, si tiene o no 
domicilio fijo, escolaridad, sus condiciones económicas, 
el mayor o menor interés que pudiera tener en sustraerse 
a la acción de la justicia, y la posibilidad de que cumpla 
realmente con las obligaciones procesales a su cargo, es 
decir, que comparezca ante el llamado de la autoridad 
cuando sea requerido para ello. 
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Asimismo, para fijar la cantidad de la caución, deben 
considerarse los daños y perjuicios causados al ofendido, 
así como la multa que, en su caso, pudiera imponerse. 

El imputado o su defensor, al solicitar el beneficio de la 
libertad bajo caución, deberán aportar al Ministerio Públi­
co o al juez, en su caso, todas las pruebas que sean útiles 
a estas autoridades para fijar una caución adecuada y ac­
cesible, como lo sería una constancia de sus ingresos emi­
tida por el patrón, una constancia de adeudos -en caso 
de que los tenga- y cualquier otra prueba que permita 
conocer las circunstancias en que se encuentra 

3. Garantía del inculpado a no incriminarse 

La persona a quien se le imputa la comisión de un 
delito en ningún caso podrá ser obligada a decla­
rar. La ley proscribe y sanciona la incomunicación, 
la intimidación (asustar, atemorizar) y la tortura, 
para lograr la declaración del inculpado o para 
cualquier otra finalidad. 

La confesión que produzca el imputado ante cual­
quier autoridad distinta del Ministerio Público en 
la averiguación previa, o del juez en el proceso, sin 
estar asistido por el defensor, carecerá de valor 
probatorio. 

Esta garantía se encuentra prevista en la fracción 11 del 
artículo 20 constitucional (así como en los artículos 289 y 
290, párrafo tercero, del Código de Procedimientos Pena­
les del Distrito Federal; 128, fracción 111, inciso a, y 154, 
párrafo tercero, del Código Federal de Procedimientos Pe-
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nales). En el caso de que a un detenido se le hubiera obligado 
a declarar en su contra, debe en primer término probar den­
tro del procedimiento cualquiera de estas situaciones: 

• que se le incomunicó; 
• que se le intimidó, o 
• que se le torturó. 

De esta manera, el detenido o su defensor están en po­
sibilidad de denunciar esos hechos ante el Ministerio Pú­
blico, para que se proceda en contra del autor y solicitar 
ante el juez que conoce de su caso, en el momento proce­
sal oportuno, que no se le otorgue valor probatorio a esa 
confesión que produjo mediante presión física o moral. 

4. Garantía de defensa adecuada 

El derecho y la garantía de defensa que tiene todo go­
bernado, se establece en la Constitución para evitar cual­
quier acto arbitrario en su contra por parte de las autorida­
des que conocen de ese procedimiento (artículo 20, 
fracciones VII y IX, y segundo párrafo, constitucional; y 
artículos 269, fracción 111, incisos b) a f); 290, párrafos pri­
mero y cuarto, del Código de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, 128, fracción 111, incisos b) a e), así como 
154, párrafos primero y cuárto, del Código Federal de Pro­
cedimientos Penales). 

El Estado impone al probable autor del delito la 
obligación de que cuente con un experto en dere­
cho que lo represente durante el desarrollo del 
procedimiento y realice todos los actos necesa-
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rios para su defensa, de tal manera que de no de­
signar a un defensor particular para que lo aseso­
re, el Ministerio Público o el juez le designará a un 
defensor de oficio, quien desempeñará esa fun­
ción gratuitamente. 

Entre los diferentes aspectos que encierra esa garantía 
de defensa se encuentra el relativo a la obligación que 
tiene el Ministerio Público en la averiguación previa, y el 
juez en el proceso, de facilitar al inculpado todos los datos 
que solicite para su defensa, según señalan los artículos 
constitucional y secundarios que han quedado precisados. 

Si el imputado o su defensor reciben una negativa 
de parte de las autoridades competentes de pro­
porcionar la información que obra en autos, po­
drán acudir al juicio de amparo por violación a esa 
garantía de defensa adecuada. 

Dentro del derecho de defensa del imputado, elevado 
al rango de garantía constitucional, encontramos también 
la relativa a que el Ministerio Público en la averiguación 
previa, y el juez en el proceso, deben de informar al incul­
pado, en lenguaje accesible para éste, los derechos que 
en su favor consigna la Constitución. El imputado tiene 
derecho a una defensa adecuada, término por el cual se 
debe entender que cuente con un defensor perito en de­
recho, es decir, con cédula profesional que acredite que 
posee los conocimientos jurídicos indispensables para reali­
zar una buena defensa. El imputado tiene derecho a que 
su defensor esté presente en todos los actos del procedi-
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miento e intervenga realizando acciones de defensa desde 
el inicio de la averiguación previa, a partir del momento en 
que el imputado es detenido. 

El defensor tiene la obligación de comparecer 
cuantas veces se le requiera, y de intervenir en 
todas las diligencias asesorando al inculpado; 
promoviendo los actos de prueba; interponiendo, 
en su caso, los recursos procedentes; solicitando 
el beneficio de la libertad provisional bajo cau­
ción; formulando las conclusiones correspondien­
tes a la defensa y, en fin, realizando todos los actos 
procedimentales que estime pertinentes en bene­
ficio del inculpado. 

5. Garantías y derechos del imputado dentro del proceso 

Como antes se indicó, el proceso se encuentra formado 
por la instrucción, y se realiza ante el juez como autoridad. 
Consiste fundamentalmente en una sucesión de actos pro­
cesales que se refieren al ofrecimiento y desahogo de 
pruebas, con el objeto de que el juez esté en posibilidad 
de conocer la verdad histórica, así como la personalidad 
del justiciable, es decir, para que pueda determinar si 
realmente existe el delito, acreditando sus elementos; en 
su caso, si la persona a quien se le imputa su comisión, es 
el autor, y de ser esto así, individualizar correctamente la 
pena a que se haya hecho acreedor, partiendo del conoci­
miento de la personalidad del presunto autor del delito. 

En esta etapa del procedimiento penal, el procesado 
cuenta con una serie de garantías y derechos que a conti­
nuación se detallan. 
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6. Garantía a la administración de justicia gratuita, 
rápida, completa e imparcial 

En el derecho mexicano, específicamente en los párra­
fos primero y segundo del artículo 17 de la Constitución, 
se contiene una prohibición expresa de la venganza priva­
da, al señalar que "ninguna persona podrá hacerse justicia 
por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su dere­
cho". Con esta norma se obliga a todos los mexicanos a 
cumplir con dos deberes: no hacerse justicia por su propia 
mano y no ejercer violencia para reclamar sus derechos. 
Esta prohibición que la Constitución impone a los gober­
nados es correlativa al derecho que la propia carta magna 
les concede, de que se les "administre justicia por los tri­
bunales que estarán expeditos para impartirla en los pla­
zos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resolucio­
nes de manera pronta, completa e imparcial". 

Servicio que está a cargo del Estado mexicano, a través 
del Poder Judicial, y el cual será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

Se establece así una garantía para los gobernados, a la 
administración de una justicia expedita, completa, impar­
cial y gratuita. 

En el procedimiento penal, y en relación con la ga­
rantía anterior de justicia pronta (expedita) se esta­
blece el derecho de que el procesado debe ser juz­
gado antes de cuatro meses, si se tratare de delitos 
cuya pena máxima no exceda de dos años, y antes 
de un año, si la pena excediere de ese tiempo, salvo 
que solicite mayor plazo para su defensa. 
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Esta es una garantía que obliga al juez a pronunciar 
sentencia en los tiempos que establece la Constitución, y 
en el supuesto de que no dicte su resolución en el plazo 
previsto, el imputado tiene la posibilidad de interponer la 
queja correspondiente ante el Consejo de la Judicatura, 
local o federal, con el objeto de que el citado Consejo re­
quiera al juez para que cumpla con sus obligaciones juris­
diccionales, independientemente de que a éste se le apli­
quen las sanciones que le correspondan por la dilación en 
que incurrió. 

La garantía específica de que se administre justicia en 
forma gratuita significa que el procesado no debe erogar 
pago, o entregar ninguna cantidad por concepto de la ad­
ministración de justicia. 
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Si se presenta el caso de que al imputado le sea 
solicitada alguna cantidad para la sustanciación 
del procedimiento, por concepto de pago de "ho­
norarios" al Ministerio Público, al defensor de ofi­
cio o al juez, el inculpado o su defensor podrán 
denunciar esos hechos ante el Ministerio Público 
que corresponda, puesto que los mismos podrían 
ser constitutivos de alguno de los delitos que se 
encuentran previstos en el Código Penal. 

7. Garantía de seguridad jurídica de que ninguna persona 
puede ser aprisionada por deudas de carácter 

puramente civil 

Salvo el caso del arresto, que opera como una sanción 
administrativa ante la violación a los reglamentos de Poli­
cía y Buen Gobierno, o bien como una medida de apremio 
decretada por las autoridades judiciales para hacer cum­
plir sus determinaciones, y el cual no puede exceder de 36 
horas, ninguna persona puede ver restringida su libertad 
si no es a consecuencia de haber cometido un delito que 
se sanciona con pena privativa de libertad. Esta garantía 
fue incorporada a la Constitución en virtud de que con 
anterioridad a 1917, la detención por deudas de carácter 
civil era práctica viciosa . La prisión no puede utilizarse 
como una medida de presión para obtener el cumplimien­
to de obligaciones de esa naturaleza. Puede afirmarse que 
en la actualidad no se presentan casos de privación de 
libertad por deudas civiles que dieran lugar a promover un 
amparo por violación a esta garantía sustentada en el artículo 
17, último párrafo, constitucional. 

33 



NUESTROS DERECHOS 

8. Garantía de seguridad jurídica. La aprehensión 
sólo la puede ordenar el juez y sólo 
si se cumplen ciertos requisitos 

El imputado cuenta con la garantía de seguridad jurídica 
establecida en el párrafo segundo del artículo 16 constitu­
cional, el cual determina que la aprehensión de un incul­
pado únicamente puede ser ordenada por la autoridad ju­
dicial y debe estar precedida por denuncia o querella a 
propósito de delitos sancionados con pena privativa de 
libertad (prisión). Para ordenarla, 

el juez debe verificar que en la averiguación previa 
existan datos (pruebas) que acrediten el cuerpo 
del delito y que hagan probable la responsabilidad 
de la persona a quien se le imputa la comisión de 
un delito. 

Por la importancia que tienen para el procedimiento pe­
nal, los conceptos denuncia, querella, cuerpo del delito y 
probable responsabilidad, se precisan a continuación: 

Denuncia 

Es un medio informativo que se utiliza para poner en 
conocimiento del Ministerio Público, en forma verbal o por 
escrito, lo que se conoce respecto de la comisión de he­
chos que son o pueden ser delictivos. 

Con la denuncia, en realidad se inicia el procedimiento 
penal, pues ésta da origen a la averiguación previa. La 
existencia de una denuncia es uno de los requisitos que 
deben estar cubiertos para que el juez pueda librar la orden 
de aprehensión que le haya solicitado el Ministerio Público 
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en contra del probable autor de un delito, según se dispo­
ne en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional. 

La denuncia puede ser presentada por cualquier perso­
na: un menor, un procesado, un sentenciado, un extranje­
ro, etcétera. Si quien la presenta es cualquier persona de 
las referidas, se harán constar en el acta sus circunstancias 
personales y se asentará la forma en que tomó conoci­
miento de los hechos que denuncia. 

Querella 

Es el derecho que tiene el ofendido o la víctima de un 
delito, de informar al Ministerio Público que se ha cometi­
do un delito, expresando su voluntad para que éste se 
investigue y se proceda en contra de su autor, y para que 
una vez cumplidos los requisitos del segundo párrafo del 
artículo 16 constitucional, se ejercite la acción penal en su 
contra y se solicite su aprehensión, para ser sometido al 
proceso correspondiente. 

La querella, como forma de iniciar el procedimien­
to penal, opera por regla general en delitos donde 
los bienes jurídicos que tutela la norma penal co­
rresponden a la esfera íntima del sujeto titular de 
los mismos, delitos como el hostigamiento se­
xual, estupro, bigamia, difamación y calumnia, o 
bien, en relación con delitos de índole patrimonial, 
como el abuso de confianza, el daño en propiedad 
ajena, y algunos tipos de robo, fraude y despojo, 
entre otros. 
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Tratándose de este tipo de delitos, el Ministerio Público 
no puede dar inicio o proseguir con la averiguación, si no 
se cuenta con la querella que ha formulado la persona 
legitimada para ello. 

La querella puede ser presentada por: 

• El ofendido por el delito. Éste es el titular del bien 
jurídico lesionado o puesto en peligro por la conducta 
que se le imputa al inculpado, según lo establece cla­
ramente el artículo 264 del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal. 

• El representante del ofendido, es decir, por aquellas 
personas que están facultadas expresamente por la 
ley para actuar como representantes legítimos, como 
es el caso de las hipótesis a que se refieren los artícu­
los 414, 419 y 425 del Código Civil para el Distrito 
Federal, en los que se prevé, respectivamente, que 
las personas que ejercen la patria potestad son legíti­
mas representantes de las que están bajo de ella; que 
la patria potestad sobre los hijos de matrimonio se 
ejerce por el padre y la madre; por el abuelo y la 
abuela paternos y por el abuelo y la abuela maternos, 
en ese orden, y que la patria potestad sobre el hijo 
adoptivo la ejercerán únicamente las personas que lo 
adopten. En el caso de que el ofendido sea menor de 
edad, pero mayor de 16 años, éste podrá querellarse 
por sí mismo o por quien esté legitimado para ello. 
Tratándose de menores de esta edad o de otros inca­
paces, la querella se presentará por quienes ejerzan 
sobre ellos la patria potestad o la tutela; así resuelve 
el problema de la representación el Código Federal 
de Procedimientos Penales, en su artículo 115. 

• El apoderado que tenga poder general para pleitos y 
cobranzas, con cláusula especial, sin que sea necesa-
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río acuerdo previo del Consejo de Administración o 
de la asamblea de socios o accionistas, ni poder es­
pecial para el caso concreto, según disponen los artí­
culos 264, segundo párrafo, del Código de Procedi­
mientos Penales para el Distrito Federal, y 120 del 
Código Federal de la materia. 

Cuerpo del delito 

Es el conjunto de elementos que integran la descripción 
de la conducta o hecho delictuoso según lo establece la 
ley penal. 

Para tener por comprobado el cuerpo del delito, 
es necesario demostrar que la conducta realizada 
por el sujeto es igual, con todos sus elementos, a 
la conducta descrita en la ley como delito. 

El Ministerio Público, para proceder al ejercicio de la 
acción penal, y el juez, para ordenar la aprehensión de una 
persona o para decretar su formal prisión o sujeción a 
proceso, al resolver su situación jurídica dentro del plazo 
constitucional, necesitan verificar, entre otros requisitos, 
que existan datos (pruebas) que acrediten el cuerpo del 
delito. 

Probable responsabilidad 

La existencia de la probable responsabilidad, por man­
dato del párrafo segundo del artículo 16 constitucional, es 
indispensable para que el Ministerio Público pueda ejerci­
tar la acción penal en contra de un inculpado, y para que 
el juez esté en posibilidad de librar una orden de aprehen­
sión, o de decretar un auto de formal prisión en su contra. 
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Para tener por acreditada la probable responsabi­
lidad se requiere que existan elementos de prueba 
suficientes para considerar que una persona pudo 
haber tomado parte, en alguna forma, en la con­
cepción, preparación o ejecución de un delito, sin 
que haya alguna causa excluyente de responsabi­
lidad que opere en su favor. 

Lo anterior se establece en el tercer párrafo de los artículos 
122 y 168 de los códigos de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, y Federal, respectivamente. 

9. Garantía de seguridad jurídica respecto de la libertad 

El juez debe calificar la constitucionalidad de la deten­
ción del probable autor del delito: párrafo sexto del artículo 
16 constitucional. 

La libertad, después de la vida, es el bien jurídico de 
mayor trascendencia con que cuenta toda persona. Es por 
ese motivo que el Constituyente se preocupó por estable­
cer normas, en la propia carta magna, que garanticen a los 
gobernados que esa libertad no les será restringida sino 
en determinados casos y con satisfacción de determina­
dos requisitos. Así, en principio, y como regla general, 
debe señalarse que 

ninguna persona puede ser privada de su libertad, 
si no existe una orden de aprehensión emitida por 
autoridad judicial competente, en la que se cum­
pla con los requisitos previstos por el segundo 
párrafo del artículo 16 constitucional. 
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Sin embargo, en la propia Constitución se establecen 
dos excepciones a esta regla, en las que el probable autor 
de un delito puede ser detenido sin que exista una orden de 
aprehensión: éstas son, el caso de flagrancia en la comi­
sión de un delito y el caso de urgencia, que se encuentran 
claramente regulados en los párrafos cuarto y quinto del 
mismo artículo 16 constitucional. 

La detención así realizada, por mandato del séptimo pá­
rrafo del artículo 16 constitucional, debe ser calificada por 
el juez en cuanto sea puesto a su disposición el inculpado. 

En este orden de ideas, el juez que recibe una consigna­
ción con detenido, en el acto mismo en que radica el ex­
pediente, está obligado a verificar si la persona que está a 
su disposición fue detenida por encontrarse en flagrancia 
o en un caso de urgencia, en términos de lo dispuesto en 
los párrafos cuarto y quinto del artículo 16 constitucional, 
para, de ser esto así, ratificar la detención, y en caso con­
trario, decretar la libertad con las reservas de ley del incul­
pado. En idénticos términos se establece en los artículos 
286 bis, párrafo tercero, del Código de Procedimientos Pe­
nales para el Distrito Federal y 134, párrafo tercero, del 
Código Federal de la materia. 

Como ya se señaló, la determinación en la que el juez 
ratifica la detención de un inculpado puede ser impugnada 
mediante el recurso de apelación, o bien, por la vía del 
amparo por violación a esa garantía prevista en los párra­
fos cuarto y quinto del artículo 16 constitucional. 

1 O. Garantía de libertad provisional bajo caución 

La persona en contra de quien se sigue un procedimien­
to penal tiene el derecho de continuar en libertad, previo 
el otorgamiento de una garantía, si el delito cuya comisión 
se le atribuye no está considerado grave por la ley (artícu-
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los 20, fracción 1, constitucional; 556 a 474 bis del Código 
de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 399 a 
417 del Código Federal de Procedimientos Penales). 

La garantía otorgada para disfrutar del beneficio 
de la libertad provisional bajo caución, tiene por 
objeto garantizar el desarrollo del proceso, asegu­
rando el cumplimiento de las obligaciones proce­
sales a cargo del inculpado y su presencia en los 
actos del mismo; garantizar que el encausado no 
se sustraerá a la acción de la justicia y, en su caso, 
el pago de la reparación del daño derivado del 
delito y de la multa que pudiera imponérsele. 

Ya antes se señaló que el inculpado tiene derecho a 
obtener el beneficio de la libertád provisional bajo caución 
desde la averiguación previa. En el proceso, ante la solici­
tud de este beneficio, el juez debe resolver inmediatamen­
te, otorgándola en el caso de que no se trate de un delito 
grave, y fijando la garantía que el procesado debe exhibir 
para su disfrute. 

Sin embargo, 

aun cuando el delito que se imputa al inculpado 
no tenga el carácter de grave, el juez puede negar­
la si el encausado ha sido condenado con anterio­
ridad por algún delito calificado como grave por 
la ley, o bien, cuando exista solicitud, debidamen­
te fundada y motivada, de parte del Ministerio Pú­
blico, aportando elementos que demuestren al 
juez que la libertad del inculpado representa, por 
su conducta anterior, o por las circunstancias y ca­
racterísticas del delito cometido, un riesgo para el 
ofendido o para la sociedad. 
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A manera de ejemplo, podría considerarse que el otor­
gamiento de la libertad representa un riesgo para el ofen­
dido y para la sociedad, en los siguientes casos: 

• Que el inculpado sea delincuente habitual o reinciden­
te por delitos dolosos (intencionales), en términos de 
lo dispuesto por los artículos 20, 21 y 22 del Código 
Penal. 

• Que el inculpado esté sujeto a otro u otros procesos 
penales anteriores, en los cuales se le haya dictado 
auto de formal prisión por delitos del mismo género. 

• Que el inculpado se haya sustraído a la acción de la 
justicia y esté sujeto a un procedimiento penal por 
delito doloso por el cual haya sido extraditado. 

• Que el inculpado se haya sustraído con anterioridad 
a la acción de la justicia, impidiendo con ello la conti­
nuidad del proceso penal correspondiente. 

• Que el Ministerio Público aporte cualquier otro ele­
mento probatorio que permita concluir que existe te­
mor fundado de que el inculpado podría sustraerse a 
la acción de la justicia. 

• Que exista riesgo fundado de que el inculpado pudie­
ra cometer un delito doloso en contra de la víctima o 
el ofendido por el delito, de alguno de los testigos que 
depongan en su contra, de los servidores públicos 
que intervengan o hayan intervenido en el procedi­
miento, o de cualquier tercero. 

• Que se trate de delito cometido con violencia, en aso­
ciación delictuosa o pandilla. 

• Que el inculpado haya cometido el delito bajo el influ­
jo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas. 

En el caso de que el juez establezca garantías demasiado 
elevadas, sin motivar y fundar correcta y objetivamente su 
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determinación y haciendo nugatorio el beneficio concedi­
do, el procesado estará en la posibilidad de impugnar esa 
determinación por la vía de la apelación en los términos 
de la fracción 11 del artículo 418 del Código de Procedimien­
tos Penales para el Distrito Federal, y de la fracción V del 
artículo 367 del Código Federal de la materia, o por la vía 
del amparo, por violación a esa garantía prevista por la 
fracción 1 del artículo 20 constitucional, en virtud de que 
la caución fijada por el juez no es accesible para el incul­
pado. 

Una vez cubiertas las garantías fijadas, el juez decretará 
la libertad del inculpado y ordenará se haga de su conoci­
miento que contrae las siguientes obligaciones (artículos 
567 y 411 de los Códigos de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, y Federal, respectivamente): 

• presentarse ante el juez cuantas veces sea citado o 
requerido para ello; 

• presentarse ante el juez de su causa el día que se le 
señale de cada semana, y 

• comunicar los cambios de domicilio que tuviere y, en 
el ámbito federal, la de no ausentarse del lugar del 
juicio sin el permiso del juez. 

En la notificación que al efecto se practique, se hará 
constar que se hicieron del conocimiento del procesado 
las anteriores obligaciones; sin embargo, la omisión de 
ese requisito no libera al imputado de su cumplimiento. 

A. Reducción de las garantías y la caución 

· El procesado y su defensor, una vez fijado el monto de 
la caución, pueden solicitar la reducción de la caución en la 
proporción que el juez considere justa, tomando en cuenta 
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las siguientes circunstancias {artículos 560 y 400 de los 
códigos de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral, y Federal , respectivamente): 

• el tiempo que el procesado lleve privado de su liber­
tad; 

• la disminución acreditada de las consecuencias o 
efectos del delito; 

• la imposibilidad económica demostrada para otorgar 
la caución señalada inicialmente, aun con pagos par­
ciales; 

• el buen comportamiento observado en el centro de re­
clusión, de acuerdo con los informes de dicho centro, y 

• otros que racionalmente determinen que el inculpado 
no pretenderá sustraerse a la acción de la justicia. 

43 



NUESTROS DERECHOS 

B. Formas en que pueden otorgarse las garantías 

Las garantías que debe otorgar el procesado para estar 
en posibilidad de disfrutar del beneficio de la libertad pro­
visional, pueden ser exhibidas en las siguientes formas 
(artículos 562 y 399, último párrafo, de los códigos de Pro­
cedimientos Penales para el Distrito Federal, y Federal, res­
pectivamente): 

• Depósito en efectivo. 
• Fianza. 
• Prenda. 
• Hipoteca. 
• Fideicomiso formalmente constituido. 

El inculpado podrá elegir la forma en que otorgará 
las garantías, es decir, el imputado precisará si opta 
por el depósito en efectivo, por la fianza o por la 
hipoteca, que son las más usuales en la práctica. 

En el caso de que el inculpado opte por otorgar esa 
garantía mediante depósito en efectivo, y no cuente con 
recursos suficientes, previa solicitud debidamente moti­
vada y fundada, el juez podrá autorizarlo para que lo efec­
túe en parcialidades, cumpliendo con los requisitos que 
se señalan en los diferentes incisos del segundo párrafo 
del artículo 562 del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal y en las diferentes fracciones del 
párrafo segundo del artículo 404 del Código Federal, de la 
materia. 
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C. Causas de revocación del beneficio de la libertad 
provisional bajo caución 

El juez está en situación de revocar el beneficio de la 
libertad provisional bajo caución (artículos 568 y 412 de 
los códigos de Procedimientos Penales para el Distrito Fe­
deral, y Federal), sólo en los casos siguientes: 

• Cuando el procesado desobedeciere, sin causa justa 
y comprobada, las órdenes legítimas del juez o tribu­
nal (por ejemplo, que no asista a una diligencia para 
la que fue citado con oportunidad) o no cumpla con 
alguno de los pagos parciales de la caución a que se 
comprometió, tratándose de depósito en efectivo. 

• Cuando fuera sentenciado por un nuevo delito inten­
cional que merezca pena de prisión, antes de que el 
expediente en que se le concedió la libertad esté con­
cluido por sentencia ejecutoria. 

• Cuando profiera amenazas al ofendido o a algún tes­
tigo de los que hayan declarado en su contra, o ten­
gan que declarar en su caso, o tratare de cohechar 
(ofrecer dinero o cualquier otra dádiva a algún servi­
dor público relacionado con su asunto) o sobornar a 
alguno de los testigos o a algún funcionario -juez o 
personal del juzgado o tribunal- o al agente del Mi­
nisterio Público que intervengan en su proceso. 

• Cuando lo solicite el inculpado. 
• Cuando en el desarrollo del procedimiento aparezca 

que al imputado le corresponde una pena que no per­
mita la libertad provisional bajo caución. 

• Cuando el inculpado no cumpla con alguna de las 
obligaciones que, contrajo para obtener la libertad 
provisional bajo caución. 
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• En el caso de que habiendo solicitado el procesado la 
reducción de las garantías que le hubiesen sido fija­
das para el disfrute de la libertad provisional bajo cau­
ción, se pruebe que para obtener esa reducción simu­
ló insolvencia o que después recuperó su capacidad 
económica para cubrir los montos de las garantías 
inicialmente señaladas, y no las restituye en el plazo 
que el juez le señale. 

D. Derecho a la libertad provisional bajo protesta 

La libertad provisional bajo protesta no es una garantía 
contenida en la Constitución, sino que es un derecho que 
se establece en los códigos de Procedimientos Penales 
para el Distrito Federal (artículos 552 a 555), y Procesal 
Federal (artículos 418 a 422 ). Se creó para aquellos pro­
cesados a quienes se les imputa la comisión de un delito 
cuya pena máxima no exceda de tres años de prisión; sin 
embargo, tratándose de personas de escasos recursos, 
según el Código de Procedimientos Penales del Distrito 
Federal, se puede otorgar también cuando el máximo de la 
pena privativa de libertad no exceda de cinco años de pri­
sión, y según el Código Federal, cuando no exceda de 
cuatro años. 

En suma, 

la libertad provisional bajo protesta es un derecho 
otorgado al procesado, acusado o sentenciado, a 
quien se le imputa la comisión de un delito que 
tiene señalada una pena leve, para que obtenga 

· su libertad mediante una garantía de carácter mo­
ral, consistente en dar su palabra de honor prome­
tiendo no sustraerse de la acción de la justicia. 

46 



DERECHOS DE LOS DETENIDOS Y SUJETOS A PROCESO 

Además del requisito relativo a que el delito que se le 
imputa tenga señaladas como máximo las penas en cues­
tión, para obtener ese beneficio el procesado debe satis­
facer otros requisitos que se fijan en los códigos procesa­
les, tanto del Distrito Federal, como Federal, y que son los 
siguientes (artículos 552 y 418, respectivamente) : 

• Que el inculpado no haya sido condenado por delito 
intencional. 

• Que el procesado tenga domicilio fijo y conocido en 
el lugar que se siga el proceso. 

• Que la residencia en el lugar de su domicilio sea de 
un año, cuando menos. 

• Que el inculpado tenga profesión, oficio, ocupación o 
medio honesto de vivir. 

• Que a juicio del juez no exista temor de que se sus­
traiga a la acción de la justicia. 

• Que proteste presentarse ante el tribunal o juez de su 
causa, siempre que se le ordene. 

La razón de la existencia de la libertad provisional bajo 
protesta, se encuentra en la necesidad de evitar que una 
persona que tiene el carácter de delincuente primario y 
que ha cometido un delito que se castiga con una pena 
privativa de libertad de corta duración, se vea sujeto a 
prisión preventiva, por los efectos negativos que pudiera 
producirle la contaminación carcelaria. 

En el supuesto de que un procesado cumpla con todos 
los requisitos para obtener su libertad provisional bajo pro­
testa y el juez la niegue, sin motivar o sin fundar su nega­
tiva, el inculpado puede impugnar esa resolución en vía de 
apelación ante la sala del Tribunal Superior o ante el Tri­
bunal Unitario correspondiente, en términos de lo dispues­
to por la fracción 11 del artículo 418 del Código de Procedí-
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mientos Penales para el Distrito Federal y por la fracción V 
del artículo 367 del Código Federal. 

La libertad provisional bajo protesta se revocará cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias (artículos 
554 y 421 de los códigos de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, y Federal, respectivamente): 

• Cuando el inculpado desobedeciere sin causa justa y 
probada, la orden de presentarse ante el juez o tribu­
nal que conozca de su proceso. 

• Cuando cometiere un nuevo delito, antes de que el 
proceso en el que se le concedió la libertad esté con­
cluido por sentencia ejecutoria. 

• Cuando profiera amenazas al ofendido o a algún tes­
tigo de los que hayan depuesto o tengan que declarar 
en su proceso; en el casó de que trate de cohechar o 
sobornar a algún testigo, o al juez, o a algún funcio-
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nario del juzgado o tribunal, o al Ministerio Público 
que intervenga en su proceso. 

• Cuando en el curso del proceso apareciere que el de­
lito que se le imputa merece una pena mayor de la 
que permite la libertad provisional bajo protesta. 

• Cuando el beneficiado deje de tener domicilio fijo; en 
el caso de que deje de tener oficio, ocupación o medio 
honesto de vivir, o cuando exista temor fundado de 
que pretenderá sustraerse de la acción de la justicia. 

• Cuando recaiga sentencia condenatoria contra el in­
culpado y la sentencia cause ejecutoria. 

11. Garantía de que sólo por delito que merezca pena · 
privativa de libertad procede la prisión preventiva 

La prisión preventiva es una medida que consiste en 
privar de la libertad a la persona a quien se atribuye la 
comisión de un delito en tanto se le sigue el correspon­
diente proceso {artículo 18, primer párrafo, constitucional). 
Tiene por objeto asegurar que el inculpado no se sustraerá 
a la acción de la justicia, es decir, que no evadirá la acción 
punitiva del Estado. 

La prisión preventiva se inicia con el auto de for­
mal prisión y concluye con la sentencia ejecutoria, 
y obviamente sólo opera a propósito de delitos 
que tengan señalada como pena la prisión. En el 
caso de que la pena aplicable sea alternativa, es 
decir, prisión o multa, no procede la prisión pre­
ventiva. 
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Por lo tanto, si el delito por el que se sigue proceso a 
una persona, es sancionable con una pena alternativa, y lo 
someten a prisión preventiva, puede impugnar esta reso­
lución en la vía del amparo por violación de dicha garantía 
contenida en el párrafo primero del artículo 18 constitucio­
nal, con independencia de la violación que pudiera darse 
del artículo 19 de la propia carta magna, si esa situación 
deriva de un auto de formal prisión indebidamente dictado. 

Por disposición expresa del segundo párrafo de la frac­
ción X del artículo 20 constitucional, la prisión preventiva 
no puede prolongarse por más tiempo del que como má­
ximo fije la ley para el delito materia del proceso. 

El procesado tiene la garantía de sufrir la prisión preven­
tiva en un lugar distinto del destinado para la extinción de 
la pena por parte de los sentenciados. 

La garantía de separación de un procesado de los sen­
tenciados es en razón de que la prisión preventiva no es 
una pena sino una medida para asegurar la presencia del 
inculpado durante el desarrollo del proceso, en el que pue­
de darse una sentencia absolutoria; en cambio, la prisión 
como pena es una sanción que se aplica a quienes ya se 
les dictó una sentencia en la que se consideró que son 
penalmente responsables de la comisión de un delito, y se 
les condenó a compurgar una pena privativa de libertad. 
En el caso de que un procesado sea sometido a prisión 
preventiva en el mismo sitio que los sentenciados que 
cumplen una pena, el inculpado puede impúgnar tal me­
dida acudiendo en la vía del amparo ante un juez de Dis­
trito, por violación a esa garantía contenida en el párrafo 
primero del artículo 18 constitucional. 
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12. Garantía de que al inculpado debe tomársele 
la declaración preparatoria en audiencia 
pública dentro de las 48 horas siguientes 
al momento de estar a disposición del juez 

La declaración preparatoria es la que emite el imputado 
ante el juez de su causa, en audiencia pública, y dentro de 
las 48 horas siguientes al momento en el que fue puesto a 
disposición del órgano jurisdiccional (fracción 111 del artículo 
20, fracción 111, constitucional, y artículos 287 a 296 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 
y 153 a 160 del Código Federal). 

La declaración preparatoria tiene el rango de garantía 
para el gobernado en contra de quien se sigue un proce­
dimiento penal, y se encuentra relacionada estrechamente 
con la garantía de defensa que se contiene en la fracción 
IX del artículo 20 constitucional. 
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En la diligencia en la que el inculpado habrá de rendir su 
declaración preparatoria, el juez debe observar determina­
das formalidades y cumplir con ciertas obligaciones que 
la ley le impone y que correlativamente implican derechos 
para el procesado: 

• Debe ser tomada por el juez dentro ~ las 48 horas 
siguientes al momento en el que el inculpado está a 
su disposición. 

• La declaración debe realizarse en audiencia pública, 
es decir, en un local al que tenga libre acceso el pú­
blico y sólo se impedirá que permanezcan en dicho 
lugar las personas que tengan que ser examinadas 
como testigos en la misma causa. 

• Antes de comenzar su declaración preparatoria se 
hará saber al inculpado que cuenta con el derecho a 
una defensa adecuada, y para tal efecto, debe reque­
rírsele para que nombre a una personn experta en 
derecho para que lo defienda, y si en ese acto no 
designa defensor, el juez le nombrará uno de oficio, 
que no devengará honorarios, con el objeto de que el 
imputado esté asistido por un defensor desde el inicio 
de su declaración, y de esa manera hacer efectiva tal 
garantía de defensa adecuada que en su favor consa­
gra la Constitución. En el caso de que el imputado 
tuviere varios defensores está obligado a nombrar un 
representante común, y si no lo hace a pesar del re­
querimiento del juez, éste lo designará en su lugar. 

• Inmediatamente después del nombramiento de de­
fensor, y antes que declare el imputado, el juez hará 
saber a éste lo siguiente: 
a) Las garantías que le otorga el artículo 20 constitu­
cional, haciendo de su conocimiento que tiene dere­
cho a la libertad provisional bajo caución, en caso de 
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que ésta proceda y no la haya solicitado aún; que se 
le recibirán todos los testigos y las pruebas que ofrez­
ca en términos legales, ayudándole para obtener la 
comparecencia de las personas que solicite, siempre 
y cuando estén domiciliados en el lugar del juicio, y 
que le serán facilitados todos los datos que solicite 
para su defensa y que consten en el proceso; 
b) En qué consiste la denuncia o la querella (esta in­
formación se hará en lenguaje accesible para el impu­
tado), los nombres de sus acusadores denunciantes 
o querellantes, y el de los testigos que declaren en su 
contra. 

• La declaración será rendida por el inculpado en forma 
oral o por escrito, y siempre en presencia de su de­
fensor, para hacer efectiva la asistencia jurídica en 
beneficio de sus intereses. 

• Se preguntará al inculpado si es su voluntad declarar, 
y si fuera su decisión no hacerlo, el juez respetará su 
voluntad dejando constancia en el acto mismo de la 
diligencia. 

• Si el inculpado manifiesta su voluntad de declarar y 
. desea hacerlo en forma oral, podrá dictar sus decla­
raciones, pero si no lo hiciere, el juez que practique la 
diligencia las redactará con la mayor exactitud posi­
ble. Si son varios los inculpados, sólo podrá tomarse 
una declaración preparatoria por diligencia. 

• La declaración preparatoria comenzará asentando los 
datos generales del indiciado, en los que se incluirán 
también los apodos que tuviere, el grupo étnico indí­
gena al que pertenezca, en su caso, y se le preguntará 
si habla y entiende suficientemente el idioma caste­
llano (el español) y sus demás circunstancias perso­
nales. En el caso de que el inculpado no tenga el do-
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minio del idioma español, antes de iniciar la diligencia 
se designará un perito traductor para que le asista. 

• Si el inculpado manifestó su deseo de declarar, puede 
ser interrogado por el juzgador respecto de los he­
chos materia de la causa, pero el inculpado podrá 
negarse a contestarle en uso de la garantía prevista 
en la fracción 11 del artículo 20 constitucional. 

• El agente del Ministerio Público y la defensa tendrán 
derecho de interrogar al procesado, pero éste podrá 
igualmente negarse a contestar a las preguntas que qui­
sieran formularle. En su caso, el juez tendrá en todo 
tiempo la facultad de desechar las preguntas si fueren 
objetadas o si a su juicio resultaren inconducentes. 

Las violaciones que pudieran darse a la norma constitu­
cional y a las normas secundarias que regulan la declara­
ción preparatoria, por sí solas, no causan agravio alguno 
al inculpado. Ese agravio se resiente hasta el momento en 
que al imputado se le dicta un auto de formal prisión o de 
sujeción a proceso, sin haberle respetado esos derechos 
que la ley establece en su favor al momento en que emitió 
su declaración preparatoria, de tal manera que esas viola­
ciones habrán de hacerse valer en el recurso de apelación 
o en el juicio de amparo que se promueva en contra de 
aquellas resoluciones, y se encuentran previstas por la ley 
como causas de reposición del procedimiento (artículos 
431 y 388 de los códigos de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, y Federal, respectivamente). 

13. Garantía de que una persona no puede 
estar detenida más de 72 horas 

Esta garantía de seguridad jurídica y legalidad, consiste 
en que una persona no puede estar detenida por más de 
72 horas, a partir del momento en que se encuentra a dis-
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posición del juez, sin que se justifique con un auto de for­
mal prisión y siempre que de lo actuado existan datos que 
acrediten el cuerpo del delito y hagan probable la respon­
sabilidad del indiciado; asimismo está sustentada en los 
artículos 19, primer párrafo, constitucional; 297 a 300 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
y 161 a 166 del Código Federal. 

La base del sistema jurídico mexicano es la observan­
cia del principio de legalidad contenido en el segundo 
párrafo del artículo 14 constitucional, que establece, en 
síntesis, que nadie puede ser privado de la vida, de la li­
bertad, etcétera, sino mediante juicio seguido ante los tri­
bunales previamente establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento y conforme 
a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. Esas for­
malidades a que se refiere la norma constitucional, son las 
de audiencia y defensa. 

Por su parte en el primer párrafo del artículo 16 de la 
Constitución se dispone, en síntesis, que 

cualquier acto de molestia para las personas, sólo 
puede darse a virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente que funde y motive la 
causa legal del procedimiento. 

En ese orden de ideas, debe señalarse que la detención 
de una persona ante el juez, debe darse en términos del 
exacto cumplimiento de las garantías a que se refieren 
respectivamente los artículos 14, 16 y 19 constitucionales. 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el primer pá­
rrafo del artículo 19 constitucional, 
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una persona no puede estar detenida ante alguna 
autoridad judicial por más de 72 horas, contadas 
a partir del momento en que haya quedado efec­
tivamente a su disposición, sin que se justifique 
con un auto de formal prisión. 

Lo cual significa que para que la privación de la libertad 
sea constitucional y legal, debe derivar de un mandamien­
to escrito dictado por juez competente, debidamente fun­
dado y motivado, y siempre y cuando de lo actuado apa­
rezcan datos que acrediten el cuerpo del delito y hagan 
probable la responsabilidad del indiciado; por tanto, el 
auto de formal prisión justifica constitucionalmente la pri­
vación de la libertad, sujetando a la persona a prisión pre­
ventiva. 

A raíz de la reforma de marzo de 1999, el artículo 
19 constitucional ya permite expresamente la pró­
rroga de ese término a petición exclusivamente 
del indiciado, y "en la forma que señale la ley", 
recogiendo así, para elevarlo al rango de garantía 
constitucional, ese derecho que ya con anteriori­
dad establecían las normas secundarias en bene­
ficio del inculpado. 

Efectivamente, en el artículo 297, segundo párrafo, del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
y en el segundo párrafo del artículo 161 del Código Federal 
de Procedimientos Penales, se prevé la posibilidad de que 
el inculpado solicite que se prolongue la detención hasta 
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por 144 horas, para desarrollar una actividad probatoria 
que pudiera favorecerle y obtener un auto de libertad. 

La ampliación del plazo de 72 horas no la puede 
solicitar el Ministerio Público, ni decretarla de ofi­
cio el juez; esta solicitud de ampliación, se reitera, 
únicamente la puede pedir el inculpado, para te­
ner la oportunidad de contar con un tiempo mayor 
para presentar pruebas. 

La prolongación de la detención en perjuicio del incul­
pado puede constituir un delito y el responsable puede ser 
acreedor a una sanción penal. 
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Por disposición expresa de la última parte del primer 
párrafo del artículo 19 constituci.onal, 

los custodios (el director o el encargado) del re­
clusorio en el que se encuentre el detenido, que 
no reciban copia autorizada del auto de formal 
prisión dentro de las 72 horas ( 144 horas en el caso 
de que se hubiese duplicado el término), lo comu­
nicarán al juez bajo cuya responsabilidad se en­
cuentra el detenido para que dicte el auto corres­
pondiente, y si no reciben la copia autorizada del 
auto de formal prisión dentro de las tres horas 
siguientes al momento en que concluyera aquel 
plazo, pondrán al inculpado en libertad. 

Para un detenido es importante tener conocimiento de 
la hora en que se le puso a disposición del juez, para así 
estar en posibilidad de exigir que se le resuelva su situa­
ción jurídica a través del correspondiente auto de formal 
prisión, auto de sujeción a proceso o auto de libertad por 
falta de elementos para procesar, dentro de ese plazo de 
72 horas contadas a partir del momento en que efectiva­
mente se encontró a disposición del juez, o dentro de las 
144 horas si es que el plazo fue duplicado. 

Si se da el caso de que el juez no resuelva dentro 
del plazo que establece la Constitución, y tampo­
co dentro de las tres horas siguientes al momento 
en que el director o el encargado del centro de 
reclusión preventiva requirió la resolución al juez, 
el inculpado puede pedir que se le ponga en inme­
diata libertad. 
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Si el director del reclusorio preventivo no pone en liber­
tad al imputado, en el caso de que no reciba la copia del 
auto de formal prisión dentro de las tres horas siguientes 
al momento en que se cumplió el plazo de 72 horas, 

el imputado puede denunciar los hechos ante el 
Ministerio Público, pues éstos podrían ser consti­
tutivos del delito previsto en la fracción XVII del 
artículo 225 del Código Penal, pudiendo ser respon­
sables tanto el juez como el director o el encargado 
del reclusorio preventivo donde se encuentre el de­
tenido; además, el inculpado podrá acudir en vía 
de amparo ante la justicia federal por haberse vio­
lado la garantía del artículo 19 constitucional. 

Otra de las garantías que establece el artículo 19 cons­
titucional en favor de un inclupado es la relativa a que el 
proceso deberá seguirse forzosamente por el delito o de­
litos señalados en el auto de formal prisión o de sujeción 
a proceso, precisando al efecto que si en la secuela de un 
proces.o apareciere que se ha cometido un delito distinto 
del que se persigue, deberá ser objeto de averiguación por 
separado. 

Así pues, en esta resolución el juez fija el tema del pro­
ceso, señalando el delito por el cual debe seguirse éste, lo 
que permite al inculpado realizar una efectiva defensa, en 
virtud de que podrá refutar, o controvertir la existencia de 
los elementos del delito, cuya comisión se le atribuye. Es 
por ello que resulta necesario que en esta resolución se 
precise no solamente el delito en su tipo fundamental o 
básico, sino también las modalidades (circunstancias 
agravantes o atenuantes de la pena) que en su caso con-
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curran , toda vez que para que pueda darse la garantía de 
"defensa adecuada", es necesario conocer con amplitud y 
exáctitud la materia de la acusación. 

En el párrafo tercero del artículo 19 constitucional se 
establece en favor de todo detenido en un reclusorio pre­
ventivo y de todo sentenciado que compurga una pena, la 
garantía de que se le respete su integridad y su dignidad, 
al prohibir todo maltratato o molestia que se le infiera sin 
motivo legal, así como la imposición de todo pago o con­
tribución. 

La prisión se debe limitar únicamente a la privación de 
libertad de la persona, ya sea con carácter preventivo, en 
tanto se realiza la sustanciación del proceso, o bien con el 
carácter de pena impuesta por sentencia ejecutoriada, sin 
incluir castigos o sufrimientos ajenos a la naturaleza estric­
ta de la prisión . 

El detenido que sufra algún maltrato o se le imponga 
algún tipo de pago a las autoridades del centro de reclu­
sión donde se encuentra interno, está en posibilidad de 
denunciar esos hechos ante el Ministerio Público, pues 
éstos podrían ser constitutivos de delitos previstos en las 
fracciones XV y XXI del artículo 225 del Código Penal, para 
que se persiga a los responsables. Por otra parte, el ofen­
dido también podrá poner queja ante la Comisión de De­
rechos Humanos que corresponda, para que en su caso 
formule a la autoridad responsable, la recomendación pú­
blica que estime pertinente. 

14. Garantía de defensa consistente en que el inculpado, 
siempre que lo solicite, será careado en presencia 
del juez con quienes depongan en su contra 

El careo es una garantía de defensa para el procesado y 
a la vez es un medio de prueba para valorar las declaracio-
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nes de las personas que declaran en la causa (artículos 20, 
fracción IV, constitucional; y 225 a 228 del Código de Pro­
cedimientos Penales para el Distrito Federal, y 265 a 268 
del Código Federal). 

El careo es un acto procesal que tiene por objeto 
aclarar los aspectos contradictorios de las decla­
raciones del procesado o procesados, del ofendi­
do y los testigos o de éstos entre sí, para con ello 
estar en posibilidad de hacer una adecuada valo­
ración de esas declaraciones. 

El careo se llevará a cabo en presencia del juez y siempre 
entre dos personas. Concurrirán a la diligencia los sujetos 
que deben ser careados, las partes y los intérpretes si fuera 
necesario. No puede celebrarse más de un careo por dili­
gencia. Los careos se practicarán dando lectura a las de­
claraciones de los careados, con el objeto de que debatan 
sobre los puntos en contradicción. El careo se asentará por 
escrito y se agregará al expediente. 

En el caso de que el juzgador no acuerde positivamente 
la celebración de los careos que hubiesen sido solicitados 
por el inculpado, éste podrá interponer el recurso de ape­
lación correspondiente, para que el superior del juez re­
suelva lo procedente, y si habiéndose admitido dicha prue­
ba, los careos no se celebran, esto puede hacerse valer en 
el recurso de apelación que se intente en contra de la sen­
tencia definitiva de primer grado, o bien, en el juicio de 
amparo que se promueva en contra de la sentencia, pues 
sin duda se estará surtiendo una violación a la garantía de 
defensa a que se refiere la fracción IV del artículo 20 cons­
titucional. Esa violación se encuentra prevista como una 
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causa de reposición del procedimiento por la fracción IV 
del artículo 431 del Código de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal, al igual que por la fracción IV del artículo 
388 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

15. Garantía de defensa relativa para que el inculpado 
ofrezca pruebas 

El Ministerio Público, en la averiguación previa, y el juez 
tienen la obligación de recibir todas las pruebas que le 
ofrezca el inculpado y auxiliar a éste para que comparez­
can los testigos que se encuentren en el lugar del proceso 
(artículo 20, fracción V, constitucional). 

La garantía de defensa se expresa en su mayor amplitud 
al establecerse en la norma constitucional el derecho del 
inclulpado de ofrecer todas las pruebas que estime perti-
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nentes, y la obligación que tienen las autoridades compe­
tentes, el Ministerio Público en la averiguación previa, y 
juez en el proceso, de recibirlas, así como la obligación de 
éstos de auxiliar al inculpado para lograr la comparecencia 
de las personas cuyo testimonio solicite y se encuentren 
en el lugar del proceso. Este auxilio al inculpado va desde 
la simple citación a los testigos, con los apercibimientos 
correspondientes, si se conoce su domicilio, hasta ordenar 
su presentación por conducto de la policía judicial si no 
acuden ante el juzgado. 

Si se da el supuesto de que al inculpado no se le 
reciban las pruebas que ofrezca, o no se cite a los 
testigos que señala, podrá inconformarse tam­
bién interponiendo el correspondiente recurso de 
apelación en los términos comentados en el pá­
rrafo precedente, o bien, haciéndolo valer en el 
amparo que en su caso se intente en contra de la 
sentencia definitiva, por violación de la garantía 
de defensa que se contiene en la fracción V del 
artículo 20 Constitucional. 

Este aspecto también da lugar a la reposición del proce­
dimiento, seglin dispone la propia fracción IV del artículo 
431 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal, y la fracción VI del artículo 388 del Código Federal 
de procedimientos Penales. 

16. Garantía de seguridad jurídica y legalidad 

Esta garantía impide prolongar la prisión preventiva por 
más tiempo del que como máximo fije la ley al delito que 
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motivare el proceso (artículo 20 constitucional, fracción X, 
párrafo segundo, en relación con el párrafo tercero del 
artículo 14 constitucional). 

El procedimiento penal tiene por objeto determinar si se 
cometió un delito, quién es el autor del mismo y aplicar la 
pena que se establece en la ley exactamente aplicable al 
delito de que se trata. 

Sería absurdo que una persona estuviese sujeta a 
prisión preventiva por un tiempo mayor que el má­
ximo establecido por la ley para el delito por el que 
se le sigue proceso. 

En rigor se le estaría imponiendo al inculpado, a título 
de prisión preventiva, una pena privativa de libertad mayor 
que la que exactamente le correspondería de ser respon­
sable del delito que se le imputa, lo cual sería violatorio de 
garantías del inculpado, y hace posible que éste acuda al 
amparo por violación de esa garantía contenida en el pá­
rrafo segundo de la fracción X del artículo 20 constitucio­
nal. 

17. Garantía de seguridad jurídica relativa a que en ningún 
caso podrá prolongarse la prisión por falta de pago 
de honorarios a defensores 

Como garantía de un sentenciado, más que de un pro­
cesado, esto implica que una vez compurgada la pena pri­
vativa de libertad que le hubiera sido impuesta en senten­
cia por la autoridad judicial, 
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la persona no puede ser mantenida en prisión por 
el hecho de que no ha cubierto los honorarios a 
que se pudo haber comprometido con sus defen­
sores, porque no ha cumplido con el pago de la 
reparación del daño a que fuera condenado eri fa­
vor del ofendido o de la víctima del delito, porque 
no ha pagado la multa que le hubiese sido impues­
ta en la sentencia correspondiente, por cualquier 
otra prestación en dinero, por causa de responsa­
bilidad civil o algún motivo análogo. 

Estas obligaciones pueden ser exigidas por los particu­
lares o por las autoridades en la vía y términos que la ley 
señala, pero en ningún caso pueden dar lugar a que se 
prolongue la dentención del sentenciado, el que ante una 
situación de esta naturaleza puede acudir ante la autoridad 
federal en demanda de amparo por violación a la garantía 
que se comenta (artículo 20, fracción X, primer párrafo, 
constitucional). 

18. Garantía de seguridad jurídica relativa a que en toda 
pena de prisión que imponga una sentencia 
se computará el tiempo de detención 

La sentencia es la resolución autónoma del juez que 
decide de forma motivada y fundada la absolución o la 
condena del procesado (artículo 20, fracción X, párrafo 
tercero, constitucional). 
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En la sentencia de condena, además de analizar la 
existencia del delito y la responsabilidad del acusa­
do, se determina, en su caso, la pena a que se haya 
hecho acreedor entre el mínimo y el máximo previs­
to en la norma penal para el delito de que se trata. 

En la propia sentencia, el juez debe ordenar que al com­
putarse la pena de prisión impuesta, la autoridad encarga­
da de la ejecución de las penas debe descontar el tiempo 
que la persona estuvo privada de su libertad con motivo 
de la comisión del delito, ya sea detenida ante el Ministerio 
Público en la fase de averiguación previa, o bien sujeta a 
prisión preventiva durante la etapa del proceso. A esto se 
contrae la garantía que aquí se analiza. 

19. Garantía de seguridad jurídica relativa a que nadie 
puede ser juzgado dos veces por el mismo delito 

Esta garantía tiene su fundamento en los artículos 23 
constitucional y 118 del Código Penal. El juzgamiento de 
una persona se produce en la sentencia definitiva que re­
suelve integralmente las cuestiones principales y acceso­
rias, materia del proceso, condenando o absolviendo al 
acusado. La sentencia de primera instancia adquiere el ca­
rácter de irrevocable y, por tanto, se dice que causa ejecu­
toria cuando haya sido consentida expresamente por las 
partes, cuando haya concluido el término que la ley les 
concede para interponer algún medio de impugnación, sin 
que lo hubiese hecho, o bien, cuando se trate de senten­
cias en contra de las cuales la ley no prevé recurso alguno. 
También causan ejecutoria las sentencias de segunda ins­
tancia que resuelven el recurso de apelación interpuesto 
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por cualquiera de las partes en contra de la senter:icia de 
primer grado. 

Ya sea que en ese juicio se le absuelva o se le 
condene, la autoridad (el Ministerio Público) no 
puede iniciar o continuar con una diversa averi­
guación en contra de la misma persona por los 
mismos hechos constitutivos de ese delito por el 
que ya fue juzgada y sentenciada. 

En el supuesto de que se inicie averiguación previa en 
contra de alguna persona a causa de un delito por el que 
ya fue juzgado y sentenciado, con la copia certificada de 
la sentencia puede acudir ante el Ministerio Público o ante 
el juez, en su caso, para hacer de su conocimiento esa 
circunstancia. Si se está en la fase de averiguación previa, 
el Ministerio Público propondrá el no ejercicio de la acción 
penal y ordenará el archivo de la averiguación, y en el 
supuesto de que ya se hubiera consignado, el juez de oficio 
decretará el sobreseimiento tle la causa con apoyo en lo 
dispuesto por los artículos 23 constitucional y 118 del Có­
digo Penal Federal. 

Por otra parte, el sentenciado también puede interponer 
medios de impugnación por violación a esa garantía pre­
vista por el artículo 23 constitucional. 

20. Garantía de inviolabilidad del domicilio 

La Constitución asegura el derecho a la intimidad de las 
personas al garantizar la inviolabilidad del domicilio, en el . 
artículo 16, párrafos primero y octavo (así como en los 
artículos 152 a 161 del Código de Procedimientos Penales 
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para el Distrito Federal, y 61 y 70 del Código Federal). Sin 
embargo, este absoluto respeto al domicilio tiene sus ex­
cepciones en el caso de la investigación de un delito y de 
su autor, caso en el que el Ministerio Público que estime 
necesario penetra en un domicilio en busca de objetos, 
documentos o de cualquier indicio en relación con la co­
misión de un delito, o para la aprehensión de un inculpado, 
deberá acudir ante el juez y solicitar por escrito en forma 
motivada y fundada, su autorización para acceder en for­
ma legítima a un domicilio; esto es lo que se conoce con 
el nombre de cateo. 

En la propia carta magna y en los códigos de Procedi­
mientos Penales se precisan una serie de requisitos que 
deben quedar satisfechos para que el cateo se lleve a cabo 
en forma legítima. Éstos son los siguientes: 
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• El cateo debe ser solicitado al juez por el Ministerio 
Público, en forma escrita, señalando el objeto y la 
necesidad de éste, así como la ubicación del lugar a 
inspeccionar y las personas que han de localizarse, 
los indicios que hagan presumir fundadamente que 
el inculpado a quien se trata de aprehender se en­
cuentra en el lugar que deba efectuarse la diligencia, 
o el porqué estima que se encuentran en él los objetos 
materia del delito, el instrumento del mismo, libros, 
papeles u otros objetos que puedan servir para la 
comprobación del delito o de la responsabilidad del 
inculpado. 

• Sólo la autoridad judicial competente (federal o co­
mún) podrá expedir la orden de cateo, la cual deberá 
ser por escrito debidamente motivada y fundada, en 
virtud de que constituye molestia para una persona. 

• La orden de cateo debe contener: 
a) la firma del juez que lo autorice; 
b) la precisión del lugar que ha de inspeccionarse, y 
e) la determinación de las personas y los objetos que 
se buscan. 

• El cateo debe limitarse a lo que se indica y precisa en 
el texto escrito del juez competente. 

• El cateo será practicado por el juez que lo decrete o 
por el secretario o actuario del juzgado, o por los fun­
cionarios o agentes de la policía judicial que el juez 
determine en el mandamiento relativo. 

• El cateo debe practicarse entre las seis y las dieciocho 
horas, pero si llegadas las dieciocho horas no se ha 
terminado, según se prevé en el Código Federal, po­
drá continuarse hasta su conclusión. 

• Al concluir la diligencia de cateo se levantará acta 
circunstanciada, en presencia de dos testigos pro­
puestos por el ocupante del lugar cateado, o en su 
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ausencia o negativa, por la autoridad judicial que 
practique la diligencia. En el Código Federal se esta­
blece como sanción procesal negarle valor probatorio 
a la diligencia de cateo cuando no se cumplan los 
requisitos que la ley exige, precisando que no puede 
ser excusa admisible el consentimiento del cateo por 
parte de los ocupantes del lugar. 

• El cateo de casas que estén habitadas se llevará a 
cabo sin causar a los habitantes más molestias que 
las que sean indispensables para cumplir con el ob­
jeto de la diligencia. Si las molestias constituyen un 
delito, el ofendido tiene la facultad de denunciar los 
hechos ante el Ministerio Público, para que éste pro­
ceda a su investigación y, en su caso, ejercite la acción 
penal en contra de los probables responsables y sean 
sancionados como corresponda. 

• Al practicarse el cateo se recogerán los objetos del 
delito, si son necesarios para el éxito de la investiga­
ción. 

• Si al practicarse un cateo resultare casualmente el 
descubrimiento de un delito distinto del que lo haya 
motivado, se hará constar en el acta correspondiente, 
siempre que el delito fuera perseguible de oficio. 
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